
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 42 Y 49 BIS DE LA LEY GENERAL DE 

PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA LA ATENCIÓN, CUIDADO Y DESARROLLO INTEGRAL 

INFANTIL, SUSCRITA POR LA DIPUTADA MARÍA WENDY BRICEÑO ZULOAGA, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MORENA 

La que suscribe, María Wendy Briceño Zuloaga, diputada integrante del Grupo Parlamentario de Morena, ante 

la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los 

artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, y 179 del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a 

consideración de esta Comisión Permanente la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforman los artículos 42 y 49 Bis de la Ley General de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado 

y Desarrollo Integral Infantil. 

Exposición de Motivos 

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE), la tasa de participación de las mujeres en 

el mercado laboral en México es baja comparada con la de los hombres e incluso con el promedio nacional, en el 

mes de octubre de este año, 2019, las mujeres se situaron en 45.44 por ciento, mientras que los hombres se 

ubicaron en 76.62 por ciento y a nivel nacional la tasa fue de 60.23 por ciento. 

La baja participación obedece a diversos factores sociales, culturales y estructurales que limitan el acceso de las 

mujeres al empleo, y una limitante importante tiene que ver con la disponibilidad de opciones seguras para el 

cuidado de las niñas y los niños. 

Por lo tanto, a mayor disponibilidad de opciones seguras para el cuidado de las niñas y los niños mayor posibilidad 

de inserción de las mujeres al mercado laboral y en consecuencia mayor productividad y desarrollo para el país. 

Sin embargo, no se trata únicamente del número de opciones para hacer posible el acceso de las mujeres al 

mercado laboral, sino, además y aún más importante, de que estas opciones sean seguras, para que mujeres y 

hombres, madres y padres de familia, tengan la tranquilidad de llevar a sus hijas e hijos a un Centro para la 

Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil donde se garantice su seguridad física y donde se les permita 

desarrollar sus habilidades socioemocionales y motrices en ambientes seguros. 

Después de la tragedia que representó el incendio de la Guardería ABC, ubicada en la ciudad de Hermosillo, 

Sonora, que tuvo lugar el 5 de junio de 2009, y que le costara la vida a 49 infantes, 25 niñas y 24 niños, y a 104 

más les causara algún tipo de herida, incluidas quemaduras, muchas madres y padres de familia sintieron y sienten 

un temor fundado de llevar a sus hijas e hijos a los Centros para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral 

Infantil, ante la posibilidad de que pueda repetirse un hecho tan lamentable y de tal magnitud. 

No obstante, para muchas madres y padres estos centros son la única opción posible para que sus hijos sean 

atendidos y cuidados durante el tiempo que ellos cumplen con sus labores, “ante la imposibilidad de contar con 

una persona adecuada que pueda hacerse cargo de sus hijos mientras ellos trabajan. De ahí que su existencia viene 

a resolver un problema social importante, y cuando funcionan de forma óptima son una ayuda muy valiosa, para 

que las niñas y niños estén seguros”,1 por lo que es preciso garantizar el mejoramiento progresivo de los mismos, 

fortaleciendo las medidas de seguridad para su operación. 

El gobierno actual busca impulsar el acceso efectivo a los derechos sociales y el bienestar social de la población, 

lo cual incluye cubrir las necesidades de cuidado de las niñas y niños mientras sus padres salen a trabajar. Dicho 

acceso requiere de tres elementos: 1) que las personas puedan costear opciones de cuidado (accesibilidad); 2) que 



 

 
 

existan opciones de cuidados, privados o públicos (disponibilidad); y 3) que estas opciones sean de calidad, es 

decir que no sólo sean espacios de contención de los infantes, sino que les permitan desarrollar sus habilidades 

socioemocionales y motrices en ambientes seguros (calidad). 

Ahora bien, el ejercicio pleno de los derechos sociales incluye dimensiones inherentes a cada derecho, entre las 

que destacan el acceso, la disponibilidad y la calidad; de manera que no es posible hablar del ejercicio de los 

derechos sin el cumplimiento de estas dimensiones. 

La accesibilidad se refiere a la no existencia de barreras u obstáculos que impidan que el derecho se materialice 

para todas las personas sin discriminación, teniendo preeminencia los derechos de la primera infancia, conforme 

a lo establecido en el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la reforma 

constitucional de 2011 en materia de derechos humanos; en el artículo 1, fracción II, de la Ley General de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; así como en los artículos 3 y 4 de la Convención sobre los Derechos 

del Niño. La accesibilidad supone, por lo menos, estas dimensiones: accesibilidad económica (asequibilidad), 

accesibilidad física y acceso a la información. 

Por otro lado, disponibilidad se entiende como la suficiencia de los servicios, instalaciones y equipos, 

mecanismos, procedimientos o cualquier otro medio por el cual se materializa un derecho para toda la población. 

Mientras que la calidad implica asegurar que los medios (instalaciones, bienes y servicios) y contenidos por los 

cuales se materializa un derecho tengan los requerimientos y propiedades aceptables, relevantes y culturalmente 

apropiados para cumplir con esa función.2 

Actualmente, la Ley General de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil 

(Lgpsacdii) establece expresamente: 

- En su artículo 1, que se debe garantizar el acceso de niñas y niños a los servicios para su atención, cuidado y 

desarrollo integral en condiciones de seguridad y protección adecuadas; 

- En su artículo 9, que las niñas y niños tienen derecho a recibir dichos servicios en condiciones de calidad, 

calidez, seguridad; protección y respeto a sus derechos, siendo el más importante el de la vida y desarrollo 

integral, con el fin de garantizar el interés superior de la niñez y teniendo preeminencia la primera infancia en 

términos de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño y; 

- En su artículo 11, que la prestación de los servicios para la atención, cuidado y desarrollo integral infantil se 

debe orientar a lograr la observancia y ejercicio de los siguientes derechos de niñas y niños, entre otros: a un 

entorno seguro, afectivo y libre de violencia; al cuidado y protección contra actos u omisiones que puedan 

afectar su integridad física o psicológica; a recibir. orientación y educación apropiada a su edad, así como a la 

comprensión y el ejercicio de sus derechos. Bajo los lineamientos de la autoridad educativa corresponsable de 

vigilar el cumplimiento y respeto de los derechos de nuestra niñez; de conformidad con lo previsto en el artículo 

3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que en su parte conducente señala: “La 

educación inicial es un derecho de la niñez y será responsabilidad del Estado concientizar sobre su 

importancia”. 

Para la prestación del servicio de atención, cuidado y desarrollo integral infantil, la Lgpsacdii establece en su 

artículo 16 que se deberá cumplir con lo dispuesto por la Ley y su Reglamento, así como por las disposiciones y 

ordenamientos jurídicos correspondientes en cuanto a salubridad, infraestructura, equipamiento, seguridad, 

protección civil y medidas de higiene de los Centros de Atención, en cualquiera de sus modalidades. Por ello, se 



 

 
 

ha establecido como obligatorio observar en todo momento la clasificación de riesgos establecidos en las Normas 

Oficiales Mexicanas. 

En este orden de ideas, en el artículo 42 de la Lgpsacdii se ha dispuesto que ningún establecimiento que por su 

naturaleza ponga en riesgo la integridad física y emocional de niñas y niños y demás personas que concurran a 

los Centros de Atención, podrá estar ubicado a una distancia menor a cincuenta metros, distancia que dista mucho 

de ser la idónea para brindar la seguridad a garantizar, dado que, por ejemplo: los radios de afectación por 

incendios o explosiones, por desgracia suelen ser mayores. 

Una explosión puede ocasionar ondas expansivas y la generación de proyectiles que pueden causar la muerte o 

lesiones a las personas que se encuentren ubicados dentro de un radio de afectación, ocasionar daño a las 

construcciones por el colapsamiento de muros, ventanas y estructuras de soporte.3 

En el caso de los incendios, estos pueden provocar quemaduras de diverso grado de severidad dependiendo de la 

exposición a radiaciones térmicas, cuya magnitud depende de la intensidad del calor radiado y del tiempo de 

duración de la exposición. La muerte de los individuos expuestos a un incendio puede producirse no solo por la 

exposición a la radiación térmica, sino por la disminución de oxígeno en la atmósfera (ocasionado por el consumo 

de éste durante el proceso de oxidación del combustible) o por la exposición a gases tóxicos generados.4 

Lamentablemente, la trágica experiencia de la Guardería ABC ya nos dio cuenta de ello, el inmueble que fue 

consumido por el fuego en sus límites hacia el norte y al sur, es decir en su totalidad, tiene una distancia de 500 

metros, la cual resultó mortal ese día 5 de junio de 2009. 

Asimismo, se ha hecho evidente que ante potestad que actualmente se establece en el artículo 49 Bis de la 

Lgpsacdii, para que los Centros de Atención hagan uso de equipos o sistemas tecnológicos para la captación o 

grabación de imágenes o sonidos como una medida de seguridad adicional para prevenir cualquier riesgo o 

emergencia que se presente en las instalaciones, salvaguardando la integridad de los menores, los abusos hacia 

los pequeños por el maltrato del propio personal, se han perpetrado y perpetuado con desconocimiento de sus 

madres y padres o tutores, habiéndose multiplicado las tragedias de las que han sido víctimas, por lo que se 

considera necesario establecer como obligatorio el uso de dichos equipos como medida de seguridad adicional. 

En consecuencia, se sugiere reformar los artículos 42 y 49 Bis de la Ley General de Prestación de Servicios para 

la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, para especificar otras situaciones particulares que hacen a 

ciertos establecimientos potencialmente más peligrosos, para modificar la distancia a considerar de los mismos 

respecto a los Centros de Atención y, para hacer obligatorio el uso de equipos o sistemas tecnológicos como una 

medida de seguridad adicional. 

Los cambios propuestos son los siguientes: 



 

 
 

 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en las disposiciones invocadas en el proemio de este escrito, 

someto a consideración del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 42 y 49 Bis de la Ley General de Prestación de Servicios para 

la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil 

Artículo Único. Se reforman los artículos 42 y 49 Bis de la Ley General de Prestación de Servicios para la 

Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, para quedar como sigue; 

Artículo 42. Los Centros de Atención deberán contar con instalaciones hidráulicas, eléctricas, de gas, equipos 

portátiles y fijos contra incendios, de intercomunicación y especiales, de acuerdo con los reglamentos establecidos 

por la Federación, las entidades federativas y la Ciudad de México, observando en todo momento la clasificación 

de riesgos establecidos en las Normas Oficiales Mexicanas para tal efecto. Ningún establecimiento que, por su 

naturaleza, giro o actividad, o por el material que maneja, ponga en riesgo la integridad física y emocional de 

niñas y niños y demás personas que concurran a los Centros de Atención, podrá estar ubicado a un radio de 

distancia menor de quinientos metros. 

Artículo 49 Bis. Los Centros de Atención deberán hacer uso de manera obligatoria de equipos o sistemas 

tecnológicos para la captación o grabación de imágenes o sonidos como una medida de seguridad adicional para 

prevenir cualquier riesgo o emergencia que se presente en las instalaciones, salvaguardando la integridad de los 

menores en términos de las disposiciones legales aplicables. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 



 

 
 

Notas 

1 Ley “5 de Junio”, Que Regula la Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral Infantil 

en el Estado de Sonora, parte expositiva. 

2 Coneval, Programa de estancias infantiles para apoyar a madres trabajadoras. Recuento de la evidencia de las 

evaluaciones 2007-2019. 

3 Cenapred. Modelos de radios de afectación por explosiones en instalaciones de gas. 2001. 

4 Ibidem. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 15 de enero de 2020. 

Diputada María Wendy Briceño Zuloaga (rúbrica) 

 


